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signifi ca controlar que en las decisiones judiciales se haya 
interpretado o aplicado correctamente la norma jurídica. Segundo.- 
Que, de la lectura de la demanda, de fecha trece de julio de dos mil 
nueve, obrante a fojas veintiocho a treinta y seis, es de verse que 
Edwin Reyes Dioses concurre al despacho a fi n de que se le 
establezca un régimen de visitas respecto de su menor hijo 
Fernando Reyes Velásquez y así poder visitarlo de manera 
interdiaria de 3:00pm a 6:00pm, participar en actividades escolares, 
recogerlo del colegio y llevarlo a casa de su madre; externarlo del 
hogar maternal los fi nes de semana, el sábado 6:00pm y retornarlo 
a la misma hora del domingo y durante sus vacaciones escolares y 
onomástico de 10:00am a 6:00pm; y el día de la madre, del padre, 
navidad y año nuevo en forma alternada entre los padres. Tercero.- 
Que, el demandante sostiene que con la demandada Mirtha 
Emperatriz Velásquez Santillana convivió en el hogar conyugal 
hasta febrero del 2008, fecha en la que ella abandono el hogar 
llevándose a su menor hijo, motivada (ella según menciona) por los 
constantes maltratos sufridos por parte del demandante; alega el 
recurrente que luego de la separación ha venido cumpliendo 
puntualmente con los alimentos del menor; sostiene que ha venido 
insistiendo en acercarse a su menor hijo, sin embargo la 
demandada ha impedido que comparta con él tiempo como padre 
e hijo Cuarto.- El demandante solicita además de las visitas en el 
hogar maternal, poder externar al menor los fi nes de semana, 
sustenta la decisión en los informes psicológicos obrantes en 
autos, realizada al demandante, de los cual se aprecia que no 
existe ningún impedimento para que pueda interactuar con el 
menor, concluyendo que en aplicación del Interés Superior del Niño 
y Adolescente, previsto en el inciso 3) del artículo 9 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, concordante con el 
artículo IX del Título Preliminar del Código del Niño y Adolescente, 
deviene en amparable el régimen de visitas a favor del padre. 
Considera además, que el régimen de visitas establecido quebranta 
el vínculo paterno-fi lial, debiendo el juez haber procedido con una 
correcta interpretación de las normas. Sobre este punto, señala 
que la Constitución Política del Perú en su artículo 4º establece que 
La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño y al 
adolescente. Quinto.- Que, al respecto, es del caso señalar que el 
artículo 3, inciso 1) de la Convención de los Derechos del Niño, 
Tratado Internacional aprobado por los Estados Parte que 
conforman la Organización de las Naciones Unidas –ONU, 
consagra el Principio del Interés Superior del Niño, señalando que 
en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 
instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, deben 
tener consideración primordial al interés superior del niño. Así 
pues, los principios de no discriminación, de supervivencia y 
desarrollo, así como de respeto de la opinión del niño, deben 
tenerse en cuenta para determinar el interés superior del niño en 
una situación concreta. La determinación del interés superior 
debe hacerse en función del corto como del largo plazo1 (la 
negrita es nuestra). En orden a lo antes expuesto, se debe 
considerar que el niño tiene derecho a mantener relaciones 
personales y contacto directo con ambos progenitores de modo 
regular, siendo responsabilidad de éstos la crianza y desarrollo del 
mismo. Sexto.- Que, asimismo, nuestro ordenamiento jurídico, 
recoge el Principio del Interés Superior del Niño en el artículo IX del 
Título Preliminar del Código del Niño y del Adolescente, precisando 
que en toda medida concerniente al niño y al adolescente que 
adopte el Estado a través de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, del Ministerio Público, los Gobiernos Regionales, 
Gobiernos Locales y sus demás instituciones, así como en la 
acción de la sociedad, se considerará el Principio del Interés 
Superior del Niño y del Adolescente y el respeto a sus derechos. El 
artículo 9 de la Convención sobre los Derechos del Niño, establece: 
“ 1. Los Estados parte velarán por que el niño no sea separado de 
sus padres contra la voluntad de éstos (...)”. Que la expresión 
“contra la voluntad de éstos” se refi ere tanto a la voluntad de los 
padres como a la voluntad conjunta de padres e hijos, desde el 
punto de vista gramatical queda claro que no se trata únicamente 
de la voluntad del niño, y en cierto sentido, el derecho del niño a los 
cuidados de sus padres está ineludiblemente sujeto a la “voluntad” 
de éstos, pues el niño no tiene el poder ni la capacidad de 
determinar quién debe cuidar de él, decisión que toma su familia, 
su comunidad, el Estado. Es más aun cuando el niño estuviese en 
situación de poder “elegir” a sus padres, no podría forzarlos a 
actuar como tales2. Sétimo.- Que, en tal sentido, el precitado 
principio constituye una norma de carácter internacional que forma 
parte de nuestro ordenamiento jurídico, el cual resulta vinculante a 
todos los órganos del Estado, entre ellos, la Administración de 
Justicia, otorgando a los jueces, la potestad de aplicarlo al caso 
concreto de acuerdo a las circunstancias del mismo, como pauta 
de decisión destinada a proteger al niño, ante un confl icto de 
criterios e intereses Octavo.- Que, sobre el particular, si bien el 
artículo 88 del Código del Niño y del Adolescente establece que los 
padres que no ejerzan la patria potestad tienen derecho a visitar a 
sus hijos, para lo cual deberán acreditar con prueba sufi ciente el 
cumplimiento o la imposibilidad del cumplimiento de la obligación 
alimentaria, también lo es que el demandante ha cumplido con el 
pago de los alimentos, dicho hecho permite pues a los padres que 
lo solicitan se les conceda régimen de visitas; siendo además, que 
ante el confl icto que se presente en relación a este punto, 

corresponde al juzgador resolver aplicando el Principio del Interés 
Superior del Niño, el mismo que ha sido observado por los jueces 
de mérito, a fi n de otorgar el régimen de visitas a favor del 
demandante. Noveno.- Que, conforme a la Casación Nº856-2000-
Apurimac, se establece que el régimen de visitas es aquella fi gura 
que permite la continuidad de las relaciones personales entre el 
padre o madre que no ejerza la patria potestad y sus hijos. Y 
conforme a la Casación Nº3841-2009-Lima, se establece como 
pauta primordial dilucidadora el referido Interés Superior del niño 
ante confl icto de intereses y criterios. Décimo.- Que, del análisis de 
la resolución recurrida, se desprende que la Sala Superior, al 
otorgar a favor del demandante un régimen de visitas sin 
externamiento, no resolvió acorde con las circunstancias del caso 
en concreto, aplicando lo preceptuado por el citado principio, el 
mismo que debe prevalecer sobre cualquier otra norma, toda vez 
que los jueces, a fi n de procurar las medidas convenientes en favor 
de los intereses de los menores, deben privilegiar el interés 
superior del niño. Del mismo modo, en virtud de lo preceptuado por 
nuestro Código de los Niños y Adolescentes en su artículo 85º 
donde se estipula que, el juez especializado debe escuchar la 
opinión del niño y tomar en cuenta la del adolescente, si bien se 
debe tomar en cuenta que el menor ha manifestado su deseo de 
ser visitado por su padre en su casa, debe tenerse en cuenta lo 
expuesto en los considerandos quinto y sexto de la presente 
resolución, dado que, el niño tiene derecho a compartir tiempo de 
modo directo con su padre, lo cual incidiría en su desarrollo 
emocional. Décimo Primero.- Que, en tal sentido, corresponde a 
esta Sala Suprema pronunciarse respecto al agravio denunciado, y 
llega a la conclusión que al expedirse la resolución impugnada se 
han infringido las disposiciones de los artículos 88 del Código de 
los Niños y de los Adolescentes en concordancia con los artículos 
85 y IX del Título Preliminar del mismo Código y el inciso 3 del 
artículo 9 de la convención sobre los Derechos del Niño; en tal 
sentido corresponde anular la sentencia de vista y actuando en 
sede de instancia, revocarla en el extremo que fi ja el horario en que 
se efectuará el régimen de visitas y reformándola dispusieron que 
el régimen de visitas sea con externamiento los días sábados de 
10:00am a 6:00pm. V. DECISIÓN Por tales consideraciones, con lo 
expuesto por el Fiscal Supremo, esta Sala Suprema, en aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 396º, primer párrafo, acápite 1), del 
Código Procesal Civil, modifi cado por la Ley Nº 29364, declara: 1. 
FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el demandante 
EDWIN REYES DIOSES, por la infracción normativa del artículo 88 
del Código de los Niños y de los Adolescentes en concordancia con 
los artículos 85 y IX del Título Preliminar del mismo Código y el 
inciso 3 del artículo 9 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño. 2. En consecuencia, CASARON la sentencia de vista de 
fecha uno de abril de dos mil trece, obrante a fojas trescientos 
cinco y siguientes, expedida por la Segunda Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima; y ACTUANDO EN SEDE DE 
INSTANCIA: REVOCARON la sentencia apelada que declara 
fundada la demanda la demanda de Régimen de visitas que 
declara sin externamiento los días lunes y cumpleaños del menor 
de 5 a 8 p.m., REFORMÁNDOLA dispusieron que el régimen de 
visitas sea con externamiento los sábados de 10:00am a 6:00pm. 
3. DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el 
Diario Ofi cial El Peruano, bajo responsabilidad; en los seguidos por 
Edwin Reyes Dioses contra Mirtha Emperatriz Velásquez Santillana 
sobre Régimen de visitas. Interviene como ponente la señora Juez 
Supremo Estrella Cama. SS. ALMENARA BRYSON, TELLO 
GILARDI, ESTRELLA CAMA, RODRÍGUEZ CHÁVEZ, CALDERÓN 
PUERTAS

1 Manual de Aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño, preparado 
para la UNICEF por Rachel Hodgkin y Peter Newell, diciembre 2001, página 40.

2 Ob. Cit., páginas 123 – 125.
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CAS. Nº 2147-2013 LIMA
REIVINDICACIÓN. REIVINDICACIÓN Y PÉRDIDA DE DOMINIO.- 
Para que proceda la acción reivindicatoria se tiene que acreditar no 
solo la propiedad del inmueble, sino además que quien lo viene 
poseyendo lo haga de modo ilegítimo. Tratándose de un bien 
inmueble incautado en un proceso sobre tráfi co ilícito de drogas, no 
procede reivindicar el bien, pues no está acreditada la posesión 
ilegítima del que viene poseyéndolo. Lima, siete de agosto de dos 
mil catorce.- LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: vista la causa 
número dos mil ciento cuarenta y siete - dos mil trece, en audiencia 
pública realizada y producida la votación correspondiente, emite la 
siguiente sentencia: I. MATERIA DEL RECURSO: En el presente 
proceso de reivindicación, el Procurador Público del Ministerio del 
Interior interpone recurso de casación mediante escrito de fojas 
trescientos cincuenta y nueve, contra la sentencia de vista de fecha 
cinco de abril de dos mil trece, obrante a fojas trescientos cuarenta 
y ocho, expedida por la Segunda Sala Especializada en lo Civil de 
la Corte Superior de Justicia de Lima que, confi rmando la 
sentencia apelada de fecha doce de junio de dos mil doce, declara 
fundada la demanda, en consecuencia ordenó que la Policía 
Nacional del Perú -PNP y la Ofi cina Ejecutiva de Control de Drogas 
– OFECOD cumplan con restituir al demandante la posesión del 
inmueble. II. ANTECEDENTES: 2.1. DEMANDA: Mediante escrito 



CASACIÓNEl Peruano
Lunes 2 de mayo de 2016 77091

presentado el quince de diciembre de dos mil nueve, el demandante 
solicita la reivindicación y/o devolución de la propiedad del 
inmueble ubicado en Av. Marcona Lote 1 Urbanización Monterrico 
– Distrito de Santiago de Surco debidamente inscrito en la Partida 
Nº 44692384, más costas y costos. Expresa que el inmueble sub 
litis fue adquirido por sus padres el año dos mil tres, luego adquirió 
la propiedad del mismo por sucesión intestada de su padre, junto a 
su madre y dos hermanos el año dos mil cinco y posteriormente 
compró todas las acciones y derechos sobre el mismo el ocho de 
agosto del año dos mil seis. Sus padres al adquirir el inmueble 
verifi caron la titularidad de la vendedora en los Registros Públicos 
y a esa fecha ni ahora, pesa ninguna carga o gravamen que 
pudiera restringir la transferencia de propiedad, por lo que sus 
padres luego de adquirirlo se enteraron que venía siendo ocupado 
por la demandada Policía Nacional del Perú. La demandada ocupa 
el inmueble en virtud de un acta de entrega por parte del Ministerio 
del Interior. Agrega que en el año dos mil tres sus padres iniciaron 
contra la demandada un proceso de desalojo por ocupación 
precaria ante el 54º Juzgado Civil de Lima, en donde se dictó 
sentencia declarando improcedente la demanda, porque para el 
juez no existía precariedad por existir el acta. Resolución que fue 
apelada y la Tercera Sala Civil declaró nula la sentencia, porque el 
juez había obviado algunas formalidades y/o remitir ofi cios, por lo 
que lo devolvieron para emitir nueva sentencia. En el trámite del 
proceso fallece su padre y como tenían conocimiento del acta 
deciden desistirse del proceso para iniciar uno nuevo. 2.2. 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA: El Procurador Público de la 
Policía Nacional del Perú, mediante escrito de fojas cincuenta y 
ocho, formula denuncia civil para que la Ofi cina Ejecutiva de 
Control de Drogas (OFECOD) sea emplazada con la demanda. 
Señala que la pretensión es inejecutable y antijurídica, porque el 
inmueble está sujeto a investigación por el delito de tráfi co ilícito de 
drogas, conforme a los artículos 69º y 70º del Decreto Ley Nº 
22095 Ley de Represión del tráfi co ilícito de drogas, (artículo 
sustituido por el artículo 7º del Decreto Ley Nº 22926) que 
establecen que los bienes incautados o decomisados serán 
administrados o utilizados para el servicio ofi cial mientras el 
proceso esté en trámite y no se expida sentencia y si ésta es 
condenatoria son adjudicados al Estado y afectados en uso a los 
organismos públicos que se determine. El Ministerio del Interior - 
Ofi cina Ejecutiva de Control de Drogas (OFECOD) mediante 
escrito de fojas doscientos quince contesta la demanda, 
argumentando que el inmueble sub-litis fue incautado con 
anterioridad a la adquisición de la propiedad del accionante y el 
derecho de la OFECOD para administrar los inmuebles incautados 
por tráfi co ilícito de drogas, se encuentra en el artículo 6 del Decreto 
Ley Nº 22926 y en el artículo 2 del Decreto Ley Nº 22095 se detalla 
que debe velar por la habitabilidad y operatividad de los bienes 
incautados y asignados en benefi cio de las dependencias públicas 
dada la posibilidad de pasar a ser propiedad del Estado, en caso de 
sentencia condenatoria, entonces tiene derecho preferente sobre 
dicho inmueble. 2.3. PUNTOS CONTROVERTIDOS: Mediante 
resolución número treinta de fecha doce de marzo de dos mil doce, 
de fojas doscientos sesenta y cuatro, se dispuso el juzgamiento 
anticipado, en mérito a que los medios admitidos son documentos 
y se fi jó como único punto controvertido: - Determinar si el 
demandante Carlos César Sherdek Massironi, tiene derecho a 
reivindicar el inmueble ubicado en la avenida Marcona, lote 01, 
Urbanización San Ignacio de Monterrico, distrito de Santiago de 
Surco, inscrito en la partida Nº 4492384. 2.4. SENTENCIA DE 
PRIMERA INSTANCIA: El Juzgado Especializado en Ejecución de 
Sentencias Supranacionales, mediante resolución número treinta y 
cuatro del doce de junio de dos mil doce, declara fundada la 
demanda y ordena a la Policía Nacional del Perú y a la OFECOD 
restituir el inmueble e improcedente las costas y costos. Entre sus 
consideraciones señala que el demandante tiene su derecho de 
propiedad inscrito en la Partida Nº 44692384, por tanto su derecho 
es oponible a cualquiera, más si es un derecho de mayor amplitud 
que el de los demandados, que están en posesión y que por acta 
de incautación el OFECOD lo entregó a la Policía Nacional del 
Perú conforme a los artículos 69º y 70º del Decreto Ley Nº 22095 
Que, ninguna de las instituciones demandadas ha tenido la 
diligencia necesaria para anotar en la partida respectiva, que el 
inmueble tiene una carga que es, justamente, la de ser un bien 
incautado, con la posibilidad de convertirse en defi nitiva (lo que 
implica la pérdida del derecho de propiedad afectado). Es un acto 
que por su trascendencia es inscribible y como tal pasible de 
anotación en virtud de acto administrativo, tal como destaca el 
artículo 10º del Reglamento de Inscripciones del Registro de 
Predios, aprobado por Resolución Nº 248-2004-SUNARP-SN Dar 
cabida a la alegada preferencia de las instituciones estatales por el 
solo hecho de sustentar una posesión en mérito a un acta que tiene 
el carácter de interno (no han presentado la copia) sería amparar 
un ejercicio abusivo proscrito según el artículo 70º de la Constitución 
Política del Estado, la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos o Pacto de San José. Estando a que en el presente 
proceso se trata de un derecho de propiedad debidamente inscrito, 
y por tanto, oponible erga omnes, versus un derecho de posesión 
sustentando sólo en un acta de incautación, resulta procedente 
amparar la demanda. 2.5 RECURSO DE APELACIÓN: A fojas 
trescientos uno el Procurador Público del Ministerio del Interior, 

formula recurso de apelación, mencionando entre los agravios lo 
siguiente: a) El Aquo comete un error de hecho y derecho, toda vez 
que la incautación cuestionada se efectuó bajo el amparo del 
artículo 66º del Decreto Ley Nº 22095, modifi cado por el artículo 6º 
del Decreto Ley Nº 22926, que señala que la Ofi cina Ejecutiva de 
Control de Drogas (OFECOD) administra los bienes incautados por 
tráfi co ilícito de drogas. b) El inmueble sub-litis, fue incautado con 
anterioridad a los actos jurídicos realizados por el demandante 
para adquirir la propiedad, tal situación queda demostrada cuando 
este último en su primer escrito manifi esta expresamente la 
existencia de un acta de entrega otorgada a favor del Ministerio del 
Interior para poseer la propiedad en litis. 2.6 SENTENCIA DE 
VISTA: Mediante resolución de vista número cinco del cinco de 
abril de dos mil trece, se confi rma la sentencia apelada que declara 
fundada la demanda. Entre los argumentos recogidos por la 
instancia revisora señala que la reivindicación es la acción real por 
excelencia que ejercita el propietario no poseedor contra el 
poseedor no propietario, con el objeto de que se le restituya la 
posesión, siendo indispensable: i) que el actor justifi que la 
propiedad con títulos legítimos de dominio y ii) que los bienes se 
hallen en posesión de quien no tiene título. Respecto a los agravios 
a) y b) del recurso de apelación, se desestiman porque el hecho 
que el inmueble sub litis se hubiera incautado con motivo de un 
proceso penal por tráfi co ilícito de drogas, no legitima a la parte 
demandada a seguir en posesión del mismo. En principio porque la 
incautación no fue inscrita en los Registros Públicos y por ende, no 
puede ser oponible a la parte demandante; y además porque la 
incautación, en el mejor de los casos (si estuviera inscrita), sólo 
autoriza a la OFECOD a administrar el bien incautado, pero ello, en 
modo alguno, puede entenderse como una transferencia del 
derecho de la propiedad, hecho que sólo ocurrirá cuando el 
procesado por delito de tráfi co ilícito de drogas (que no se ha 
probado que sea el demandante ni los padres del mismo), sea 
condenado, hecho que tampoco se ha probado que haya ocurrido 
en el caso de autos. Corresponde la restitución del bien pues a la 
fecha que adquirió el derecho de propiedad no se encontraba 
inscrito en los Registros Públicos, ninguna incautación que le 
afectara. 2.7. RECURSO DE CASACIÓN: A través de la resolución 
de fecha veintiséis de julio de dos mil trece, esta Sala Suprema ha 
declarado procedente el recurso interpuesto por el demandado, por 
la causal de infracción normativa de los Decretos Legislativos 
número 1104 y 1106 relacionados con la pérdida del dominio por la 
comisión del delito de lavado de activos. III. CUESTIÓN JURÍDICA 
EN DEBATE La cuestión jurídica en debate consiste en determinar 
si corresponde la reivindicación de un bien inmueble, a favor del 
propietario no poseedor, cuando está en posesión de una institución 
pública, en mérito a un acta de incautación con motivo de un 
proceso penal por tráfi co ilícito de drogas. IV. FUNDAMENTOS DE 
ESTA SALA SUPREMA. Primero.- El texto del artículo 384º del 
Código Procesal Civil, modifi cado por la Ley Nº 29364, establece 
los fi nes esenciales del recurso de casación civil, esto es, la 
correcta aplicación del derecho objetivo al caso concreto, es decir, 
velar por la correcta observancia de la ley mediante la tutela del 
derecho en el caso concreto y establecer la unifi cación de la 
jurisprudencia nacional. Ahora bien, velar por la correcta 
observancia de la ley signifi ca controlar que en las decisiones 
judiciales se haya interpretado o aplicado correctamente la norma 
jurídica. Segundo.- En el presente caso, se debe establecer si 
procede o no, la reivindicación del inmueble ubicado en Av. 
Marcona Lote 1 Urbanización Monterrico – Distrito de Santiago de 
Surco. De los actuados se aprecia que el demandante solicita se le 
restituya la posesión del bien sub litis, porque es el propietario al 
haberlo adquirido de sus padres Carlos Sherdek Vinter y Juana 
Isabel Dina Massironi y que éstos al efectuar la compra verifi caron 
la titularidad de la vendedora en los Registros Públicos y a esa 
fecha no aparecía gravamen alguno que afectara la propiedad. 
Tercero.- Nuestro Código Civil recoge la acción reivindicatoria en 
el artículo 927, mencionando en el artículo 923 al defi nir el concepto 
de propiedad, que uno de los atributos de la misma es el poder de 
reivindicar un bien. La pretensión reivindicatoria, es un mecanismo 
de protección del derecho de propiedad, a través de la cual el 
propietario demanda a quien lo viene poseyendo de manera 
ilegítima, la entrega del bien del que es titular. De modo que la 
materia controvertida se circunscribe a determinar la titularidad del 
accionante y la ilegitimidad del poseedor. Cuarto.- De los actuados, 
se puede verifi car que el demandante refi ere que cuando compró la 
totalidad de acciones y derechos a la sucesión intestada de su 
padre, el ocho de agosto de dos mil seis, no fi guraba ningún 
gravamen que afectara la propiedad; así como tampoco el uno de 
junio de dos mil dos, fecha en que el inmueble es adquirido por sus 
padres Carlos Sherdek Vinter y Juana Isabel Dina Massironi. Sin 
embargo, también se advierte que por lo menos al años dos mil 
tres, los padres del demandante tenían conocimiento de la 
posesión que venía efectuando la demandada, ya que le iniciaron 
un proceso de desalojo y tal como lo expone el propio actor en su 
escrito de demanda, en el trámite de dicho proceso falleció su 
padre y como tenían conocimiento del acta deciden desistirse para 
iniciar otro proceso. Y es que el acta a la que alude el actor, es 
aquella en virtud de la cual se entregó y recepcionó el inmueble sub 
litis incautado por tráfi co ilícito de drogas, de fecha cinco de octubre 
de mil novecientos noventa y cinco con intervención de la OFECOD. 
Así mismo, a fojas sesenta y cinco y sesenta y seis obra el Informe 
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número 60-2010-DIRLOG-PNP/DIVINF-DEPCOINM-SEA del doce 
de marzo de dos mil diez, en el que se indica lo mencionado en el 
párrafo anterior, y que fue mediante Ofi cio Nº 3711-95 del cinco de 
octubre de mil novecientos noventa y cinco que la OFECOD 
entregó a la Dirección de Logística de la PNP un terreno rústico de 
1,100 metros cuadrados, que es precisamente el inmueble que se 
pretende reivindicar. Quinto.- Efectivamente de lo expuesto por la 
entidad recurrente, del Ofi cio Nº 14535-2012-SUNARP de fecha 
veinticinco de junio del dos mil doce de fojas trescientos cincuenta 
y siete, la persona que fi guró como propietaria es Rosa Campos 
Fernández hasta el cuatro de junio del dos mil dos, quien se 
encuentra evadida de la justicia y está involucrada en un proceso 
complejo de tráfi co ilícito de drogas, así como lavado de activos, el 
cual se encuentra con sentencias tanto en la Corte Superior de 
Lima – Expediente número 24-2001- como en la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema – Expediente número 1882-
2006-, encontrándose en reserva el proceso en cuanto dicha 
persona está en condición de no habida. Que en la fecha de la 
compraventa por parte de la sociedad conyugal, adquirió el 
inmueble cuando ya se encontraba incautado, situación que era de 
su conocimiento al existir un acta de entrega otorgada a favor del 
Ministerio del Interior. Sexto.- El nueve de abril de dos mil catorce, 
esta Sala Suprema para mejor resolver solicitó previamente a la 
Sala Penal Permanente se informe sobre el estado actual del 
recurso de nulidad Expediente número 3005 – 2013, sobre tráfi co 
ilícito de drogas, seguido a Fernando Melciades Zevallos Gonzáles, 
Rosa Campos Fernández y otros, en agravio del Estado, 
informándose que se encuentra en dicha Sala con dictamen fi scal 
desde el veinticinco de marzo de dos mil catorce. Así mismo, el 
Presidente de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
de Lima, alcanzó el Ofi cio número 47872-2005-0-Sec.5ta Sala 
CLS/PJ del veinticinco de julio de dos mil catorce, adjuntando 
copias certifi cadas del Acta de Incautación que obra en el 
Expediente número 12160-2003-0 seguido por Singapur Group 
Sociedad Anónima con el Ministerio del Interior y otros, sobre 
reivindicación. Del Acta de Incautación del inmueble sub litis de 
fecha cinco de agosto de mil novecientos noventa y cinco, se 
advierte que según refi rió la guardiana del predio, el propietario del 
bien es José Rosario Peña Muñoz, consignándose que es dicha 
persona es integrante de la Organización Internacional de 
Narcotrafi cantes denominada “Los Norteños”. Sétimo.- De otro 
lado, del análisis del tracto sucesivo del inmueble, se aprecia que 
éste por escritura pública de compra venta del nueve de octubre de 
mil novecientos ochenta y seis, fue adquirido por José Peña 
Muñoz, luego fue transferido el siete de diciembre de mil 
novecientos noventa a Elvia Isabel Valdivia Estrada y el doce de 
mayo de mil novecientos noventa y tres es adquirido por Rosa 
Campos Fernández. El trece de setiembre del mil novecientos 
noventa y cinco es vendido a Alberto Enrique Romani Rivera y Pilar 
Lourdes Torres Martínez y el diecisiete de setiembre de dos mil uno 
el inmueble nuevamente vuelve a ser propiedad de Rosa Campos 
Fernández, quien es la que lo transfi ere a favor de los padres del 
demandante en el año dos mil dos. Octavo.- Cuando el inmueble 
fue objeto de incautación se hizo en mérito al artículo 69 del 
Decreto Ley número 220951 – Ley de Represión del Tráfi co Ilícito 
de Drogas, el mismo que fue sustituido por disposición del artículo 
6 del Decreto Ley número 229262, cuyo texto establecía: ”Los 
demás bienes decomisados e incautados durante la investigación 
policial y el proceso judicial, serán puestos a disposición de la 
Ofi cina Ejecutiva de Control de Drogas, la que los asignará para el 
servicio ofi cial de las dependencias públicas, según las prioridades 
que establezca el Comité Multisectorial de Control de Drogas. El 
uso en el servicio ofi cial será bajo responsabilidad”. Posteriormente 
ese artículo fue derogado por la Única Disposición Complementaria 
Derogatoria del Decreto Legislativo número 11043. Noveno.- De 
las normas cuya infracción ha sido denunciada, se advierte que los 
Decretos Legislativo 1104 y 1106 están relacionados con la pérdida 
de dominio por la comisión del delito de lavado de activos. El 
artículo 2 del Decreto Legislativo 1104 señala sobre el concepto y 
ámbito de aplicación de la norma: “2.1. La pérdida de dominio es 
una consecuencia jurídico-patrimonial a través de la cual se declara 
la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos y ganancias del 
delito a favor del Estado por sentencia de la autoridad jurisdiccional, 
mediante un debido proceso. 2.2. Se aplica cuando se trate de 
objetos, instrumentos, efectos o ganancias de los siguientes 
delitos: tráfi co ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, (...) y otros 
delitos y acciones que generen efectos o ganancias ilegales en 
agravio del Estado. Y el artículo 1 del Decreto Legislativo 1106 
establece: “Actos de conversión y transferencia. El que convierte o 
transfi ere dinero, bienes, efectos o ganancias cuyo origen ilícito 
conoce o debía presumir, con la fi nalidad de evitar la identifi cación 
de su origen, su incautación o decomiso, será reprimido con pena 
privativa de la libertad no menor de ocho ni mayor de quince años 
y con ciento veinte a trescientos cincuenta días multa”. De la 
contrastación de toda la información recabada se puede advertir 
que Rosa Campos Fernández es esposa de José Rosario Peña 
Muñoz, de modo que tal como se ha analizado para que proceda la 
acción reivindicatoria se tiene que acreditar no solo la propiedad 
del inmueble, sino además que quien lo viene poseyendo lo haga 
de modo ilegítimo, situación que no se observa en el caso bajo 
análisis; pues está acreditado que fue incautado dentro de un 
proceso sobre tráfi co ilícito de drogas. Décimo.- En este orden de 

ideas, esta Suprema Sala llega a la conclusión de que al expedirse 
la resolución de vista impugnada se han infringido las disposiciones 
de los Decretos Legislativos números 1104 y 1106, en tal sentido 
corresponde declarar fundado el recurso de casación, anular la 
sentencia de vista y actuando en sede de instancia revocar la 
sentencia apelada de fecha doce de junio de dos mil doce que 
declara fundada la demanda y reformándola declararla 
improcedente. V. DECISIÓN: A) Por tales consideraciones, esta 
Sala Suprema, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 396º, 
primer párrafo, acápite 1), del Código Procesal Civil, modifi cado por 
la Ley Nº 29364: Declara FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por el Procurador Público del Ministerio del Interior, por 
la causal de infracción normativa de los Decretos Legislativos 1104 
y 1106; en consecuencia, CASARON la sentencia de vista de fecha 
cinco de abril de dos mil trece, obrante a fojas trescientos cuarenta 
y ocho; y ACTUANDO EN SEDE DE INSTANCIA: REVOCARON 
la sentencia apelada de fecha doce de junio de dos mil doce, que 
declara fundada la demanda de reivindicación, y REFORMÁNDOLA 
la declararon improcedente. B) DISPUSIERON la publicación de 
la presente resolución en el diario ofi cial El Peruano, bajo 
responsabilidad; en los seguidos por Carlos César Sherdek 
Massironi contra el Ministerio del Interior – Policía Nacional del 
Perú y otro, sobre reivindicación. Interviene como ponente la 
señora Juez Supremo Estrella Cama. SS. ALMENARA BRYSON, 
TELLO GILARDI, ESTRELLA CAMA, RODRÍGUEZ CHÁVEZ, 
CALDERÓN PUERTAS

1 Publicado el 02 de marzo de 1978.
2 Publicado el 13 de marzo de 1980
3 Publicado el 19 de abril de 2012
C-1366692-4

CAS. Nº 2159-2013 LIMA
Indemnización por daños y perjuicios. Motivación de resoluciones 
judiciales. La motivación no signifi ca la exteriorización del camino 
mental seguido por el juez, pues ello implicaría considerar que no 
importa la decisión en sí misma, ni lo racional o arbitraria que ésta 
pueda ser, sino solo el proceso mental que llevó al juez a emitir el 
fallo. Por el contrario, la motivación como mecanismo democrático 
de control de los jueces y de control de la justicia de las decisiones 
exige que exista una justifi cación racional de lo que se decide, 
dado que al hacerlo no solo se justifi ca la decisión sino se justifi ca 
el mismo juez, ante las partes, primero, y ante la sociedad después, 
y se logra el control de la resolución judicial. Lima, dieciséis de abril 
del dos mil quince.- LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA; vista la 
causa número dos mil ciento cincuenta y nueve del dos mil trece, 
en audiencia pública llevada a cabo en la fecha y producida la 
votación con arreglo a Ley, emite la siguiente sentencia: I. 
ASUNTO. Viene a conocimiento de esta Suprema Sala, el recurso 
de casación interpuesto por la Contraloría General de la República, 
mediante escrito de fecha quince de mayo de dos mil trece (página 
mil novecientos cincuenta y nueve), contra la resolución de vista 
número setenta y nueve de fecha veintitrés de abril de dos mil 
trece, que confi rma la sentencia de primera instancia del treinta de 
marzo de dos mil doce que declara infundada la oposición e 
infundada la demanda, en el proceso seguido con Marco Antonio 
Aranaga Morales y otros sobre indemnización por daños y 
perjuicios. II. ANTECEDENTES: 1. Demanda Que, mediante 
escrito de fecha quince de enero de dos mil cuatro (página ciento 
setenta), la Contraloría General de la Republica interpone demanda 
de indemnización por daños y perjuicios, a fi n de que se ordene a 
los demandados Javier Ernesto Orellana Vilela y Marco Antonio 
Aranaga Morales, paguen una indemnización por la suma de 
cuatrocientos setenta y un mil doscientos setenta y uno nuevos 
soles con ocho céntimos por concepto de daño emergente, más 
intereses, costas del proceso; argumentando que la Contraloría 
General de la República practicó el Examen Especial al Fondo 
Municipal de Inversiones del Callao S.A, en mérito a la denuncia 
formulada por el Sindicato de Trabajadores Municipales 
SITRAMUN- CALLAO, por supuestos hechos irregulares cometidos 
por el Alcalde de la citada Municipalidad, habiéndose determinado 
atribuir a los demandados: (i) la demora en el pago de las 
obligaciones de dicha entidad pese a contar con los recursos 
sufi cientes; (ii) haber efectuado el depósito de la retención del 
Fondo de Garantía en una entidad fi nanciera, FINVER CALLAO 
S.A; y (iii) haber tenido que reconocer y pagar intereses en la 
ejecución de la obra “rehabilitación de pavimentos y vereda” de la 
Provincia Constitucional de Callao a favor de la contratista hasta 
por la suma puesta a cobro. Indica que también se presentó 
demora en los pagos de las valorizaciones de las obras número 
uno y tres del adicional en su cancelación, pago de intereses y 
mayores gastos generales. Refi ere que al demandado Javier 
Ernesto Orellana Vilela, en su condición de ex presidente ejecutivo 
y Gerente General de FINVER CALLAO S.A, le asistía la obligación 
de autorizar los pagos, los que se realizaron sin cumplir plazos; y 
que Marco Antonio Aranaga Morales, Gerente Administrativo 
Financiera, era responsable de la administración de los recursos 
económicos de la citada entidad; sin embargo, no analizó ni 
implementó una adecuada supervisión para garantizar el uso 
sufi ciente de los recursos asignados para la ejecución de la obra, ni 
cumplió con efectuar el pago oportuno de las obligaciones. 2. 


